IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL POR INCUMPLIMIENTO DEL REQUISITO DE SUBSIDIARIEDAD - Existencia de otros medios de defensa judicial dentro del proceso ordinario
[E]l accionante no agotó dentro del proceso disciplinario todos los medios de defensa judicial que tenía a su alcance para la protección del derecho fundamental que ahora considera vulnerado por parte de la autoridad judicial accionada. (...) el actor, omitió en su momento presentar una solicitud nulidad dentro del proceso disciplinario, teniendo en cuenta que conforme a lo señalado por la Ley 1123 de 2007, Código Disciplinario del Abogado, en su artículo 98 y siguientes establece que un interviniente dentro del proceso disciplinario, ante la falta de competencia del funcionario o la existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso, podrá alegar nulidad determinando dicha causal y las razones en las que se funda. Es así como, en el caso concreto la parte actora tenía la posibilidad de solicitar en el proceso que se decretara la prescripción de la acción y tuvo la oportunidad de solicitar que se decretara la nulidad de lo actuado con el mismo argumento que expuso en sede de tutela referido a la pérdida de competencia del operador disciplinario por prescripción de la acción. (...) no agotó al interior del proceso disciplinario los referidos mecanismos de defensa judicial que esta Sección considera idóneos y eficaces. (...) no se encuentra prueba alguna que demuestre que el actor, se encontraba en una imposibilidad de hacer uso de los recursos y oportunidades legales que se le otorgaron en el proceso disciplinario para hacer valer sus derechos y presentar y exponer sus argumentos, por lo que su actuar se considera negligente, descuidado e incurioso.

FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 86 - INCISO 3 / LEY 1123 DE 2007 - ARTÍCULO 24 / CÓDIGO DISCIPLINARIO DEL ABOGADO - ARTÍCULO 98 / DECRETO 2591 DE 1991 - ARTÍCULO 6 - NUMERAL 1 / DECRETO 1069 DE 2015 

NOTA DE RELATORÍA: Con aclaración de voto de la Consejera Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez sin medio magnético a la fecha (17/01/2019)

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejera ponente: ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Bogotá, D.C., seis (6) de septiembre de dos mil diecisiete (2018)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-00498-01(AC)
Actor: ALBERTO GERMÁN MARTÍNEZ MAYA

Demandado: CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA - SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Asunto: Acción de tutela - Fallo de segunda instancia - Reitera posición respecto del requisito de procedibilidad relacionado con la subsidiariedad.

OBJETO DE LA DECISIÓN

Procede la Sala a resolver la impugnación presentada por la parte accionante, en contra de la sentencia de primera instancia proferida por el Sección Cuarta del Consejo de Estado, mediante la cual se declaró improcedente la acción de tutela interpuesta por el accionante.
I. ANTECEDENTES

1. Solicitud de amparo

Con escrito radicado el 14 de febrero de 2018
 en la Secretaría General de esta Corporación, el señor Alberto Germán Martínez Maya, quien actúa en nombre propio, presentó acción de tutela contra el Consejo Superior de la Judicatura- Sala Jurisdiccional Disciplinaria, con el fin de obtener protección a su derecho fundamental al debido proceso.

Tal derecho lo consideró vulnerado por la autoridad judicial accionada que mediante fallo disciplinario del 16 de agosto de 2017 confirmó la decisión adoptada por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Nariño el 16 de octubre de 2015, en la cual se le declaró disciplinariamente responsable de las faltas tipificadas en el artículo 35 numeral 4º de la Ley 1123 de 2007, en concordancia con el artículo 28 numeral 8º ibídem, a título de dolo, y en consecuencia se le impuso la sanción consistente en la suspensión por el término de doce (12) meses en el ejercicio de la profesión de abogado. 

A título de amparo constitucional solicitó: 

“Su señoría ruego a usted, que se sirva tutelar mi DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO en consideración a la extemporaneidad del fallo sancionatorio en mi contra y en consecuencia se deje sin efectos el fallo de segunda instancia así como todo el proceso disciplinario surtido en mi contra y se levante la sanción extemporánea impuesta a mi ejercicio profesional como abogado revocándose la sanción impuesta.
” 

2. Hechos probados y/o admitidos 
La Sala encontró demostrados los siguientes supuestos fácticos, que son relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia: 

2.1. El accionante, en calidad de endosatario en procuración del señor Oscar Álvaro Hernández Enríquez,  presentó demanda ejecutiva ante el Juzgado Primero Civil Municipal de Ipiales para hacer efectiva la obligación contenida en un título valor aceptado  por el señor Manuel Jesús García Delgado en favor de su endosante. Dicho proceso terminó por pago de la obligación, no obstante, el demandado acordó pagar la deuda por instalamentos y una de las cuotas equivalentes a siete millones de pesos  “por razones ajenas a su voluntad” afirma el accionante, no le fueron entregados a su mandante; por lo que el señor Hernández Enríquez contrató a otro abogado para cobrar el valor restante. 

El Juzgado de conocimiento negó el reconocimiento de personería adjetiva al nuevo apoderado, teniendo en cuenta que la deuda había sido saldada y el proceso se terminó en virtud de la aceptación de los términos de la conciliación, al tiempo que ordenó la compulsa de copias a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria para que se adelantara un proceso de responsabilidad disciplinaria en contra del abogado Alberto Germán Martínez Maya por la presunta utilización indebida de los dineros que recibió por cuenta del cliente.

2.2. Previo agotamiento de las etapas procesales correspondientes, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Nariño dictó fallo el 16 de octubre de 2015
 en el cual señaló que declaraba responsable al abogado Alberto Germán Martínez Maya, por la comisión de la falta disciplinaria descrita en el numeral 4, del artículo 35 de la Ley 1123 de 2007
, en concordancia con el numeral 8 del artículo 28, ibídem, a título de dolo. 

2.3. Inconforme con la decisión, el accionante dentro del proceso disciplinario apeló, recurso del que conoció el Consejo Superior de la Judicatura- Sala Jurisdiccional Disciplinaria, autoridad que en sentencia de 16 de agosto de 2017, confirmó la decisión impugnada.   

Para arribar a la citada resolutiva, el ad quem del proceso disciplinario consideró que se encontraban configurados los elementos objetivo y subjetivo de la responsabilidad, por cuanto el profesional del derecho faltó al deber de honradez, confirmando la sanción por cuanto no se acreditó la devolución de los dineros objeto de utilización.

3. Fundamento de la acción 

El accionante afirmó que la autoridad accionada vulneró su derecho fundamental al debido proceso, pues a su juicio, el magistrado que conoció del recurso de apelación debió declarar la prescripción de la acción disciplinaria, lo anterior, teniendo en cuenta que el artículo 24 de la Ley 1123 de 2007 establece que la prescripción de la acción opera en 5 años contados a partir de la fecha en la cual se realizó el hecho reprochable, y que no existe ningún fenómeno jurídico que la interrumpa a excepción de la renuncia a ella manifestada por el mismo disciplinado.     

4. Actuaciones procesales relevantes
4.1. Admisión de la demanda
Mediante auto del 6 de marzo de 2018
, el Magistrado ponente de la Sección Cuarta del Consejo de Estado admitió la acción de tutela de la referencia y ordenó la notificación a la parte actora, al demandado, al Consejo Seccional de la Judicatura de Nariño- Sala Disciplinaria Despacho No. 1, al Juzgado Primero Civil Municipal Adjunto de Ipiales.

Igualmente, vinculó en calidad de terceros con interés a los señores Oscar Álvaro Hernández Enríquez y Manuel Jesús García Delgado. Finalmente, ordenó la notificación de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.

4.2. Intervenciones

Realizadas las notificaciones ordenadas, de conformidad con las constancias visibles a folios 46 a 69, se presentaron las siguientes intervenciones. 

4.2.1. Consejo Seccional de la Judicatura – Sala Jurisdiccional Disciplinaria de Nariño- Despacho No. 1 

En escrito de 16 de marzo de 2018,
 la autoridad judicial expuso que no se verifica vulneración de los derechos fundamentales alegados por el tutelante por cuanto no se configura la prescripción de la acción disciplinaria, teniendo en cuenta que la  conducta imputada al accionante es la no entrega de dinero a su mandante en virtud de la gestión profesional, por lo que se trata de una conducta de carácter permanente y continuada, mientras no se devuelva el dinero la conducta se mantiene.  

Concluyó, que en cuanto a la vulneración de los derechos al debido proceso y defensa técnica, durante el desarrollo del proceso se actuó con estricta observancia de la ley y respetando las garantías fundamentales de los sujetos procesales e intervinientes, razón por la cual solicita se desestime la solicitud de amparo del actor.

3.3. Fallo impugnado
En decisión del 14 de junio del 2018
, la Sección Cuarta del Consejo de Estado declaró improcedente la solicitud de amparo invocada por el señor Martínez Maya.

Afirmó que, lo que pretende el actor es cuestionar la sentencia de 16 de agosto de 2017 proferida por el Consejo Superior de la Judicatura - Sala Jurisdiccional Disciplinaria para que sea revocada, en razón a que –en su sentir– operó la prescripción de la acción disciplinaria de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 1123 de 2007. 

Al respecto adujo que, dicho argumento no fue invocado por el actor en el trámite de la acción disciplinaria y, por tanto, es claro que lo que pretende el señor Martínez Maya es utilizar la solicitud de amparo como una tercera instancia. 

En esta medida indicó que la acción de tutela no es un mecanismo para adicionar argumentos, ni un instrumento para suplir el deber de las partes de sustentar los hechos y pretensiones objeto de debate en los procesos ordinarios.  

Concluyó que, la acción de tutela contra providencias judiciales tiene carácter excepcional, en el que superándose los requisitos generales de procedencia, corresponderá hacer el estudio de fondo del caso, no obstante, la simple discrepancia con la decisión no genera vulneración de derechos fundamentales. 

Por tal motivo, declaró improcedente la acción de amparo ejercida por el señor Alberto Germán Martínez Maya. 

La sentencia de primera instancia fue notificada al actor mediante Oficio MAH 5639 del 21 de junio de 2018, enviado por correo certificado, según constancia obrante a folio 74 del expediente. 

3.4. Impugnación
Mediante escrito enviado por correo electrónico el 28 de junio del 2018
 a la Secretaría General del Consejo de Estado, el actor impugnó el fallo de primera instancia. Reiteró in extenso los motivos de la solicitud de amparo por los cuales estima que se presentó violación al debido proceso.

Señaló, que los alegatos iniciales dentro del proceso disciplinario se hicieron por diferentes razones teniendo en cuenta que existía una indebida valoración probatoria, y al momento de presentarse el recurso de apelación frente a la sentencia de primera instancia los términos de la acción disciplinaria no estaban vencidos. 

Advirtió que la prescripción de la acción se produjo por la inactividad de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, advirtiendo que la misma no puede constituirse en una carga negativa para los asociados. Agregó que no existen penas imprescriptibles por lo que en el presente caso se presenta una violación directa de la Constitución.

Finalmente insistió en solicitar, “que se sirvan proteger mi DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO en consideración a la extemporaneidad del fallo sancionatorio en mi contra y en consecuencia se revoque el fallo de Tutela de primera instancia emanado del Consejo de Estado de Colombia y se reponga la decisión allí contenida TUTELÁNDOSE mis derechos deprecados.”

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer de la impugnación del fallo de tutela del 6 de marzo de 2018, dictado por el Consejo de Estado – Sección Cuarta de conformidad con lo establecido en los Decretos 2591 de 1991 y 1069 de 2015, el numeral 8º del artículo ARTÍCULO  2.2.3.1.2.1. del Decreto 1983 de 2017 y el Acuerdo 55 de 2003.

2. Problema jurídico

Corresponde a la Sección determinar si confirma, modifica o revoca la sentencia dictada por la Sección Cuarta del Consejo de Estado por medio de la cual, “declaró improcedente” la acción de tutela incoada por el señor Alberto Germán Martínez Maya, para lo cual deberá resolver los siguientes problemas jurídicos:

¿Supera la acción presentada el requisito de procedibilidad adjetiva referente a la subsidiariedad?

En caso afirmativo se estudiará si el Consejo Superior de la Judicatura- Sala Jurisdiccional Disciplinaria, con el fallo del 16 de agosto de 2017, vulneró el derecho fundamental indicado en el escrito de tutela al no haber decretado la prescripción de la acción disciplinaria de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24 de la Ley 1123 de 2007.

4. Razones jurídicas de la decisión 

Para resolver el problema jurídico planteado, se analizarán los siguientes temas: (i) criterio de la Sección sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial; (ii) estudio sobre los requisitos de procedibilidad adjetiva; y (iii) un análisis del caso en concreto.

4.1. Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial
Esta Sección, mayoritariamente, venía considerando que la acción de tutela contra providencia judicial era improcedente por dirigirse contra una decisión judicial. Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
, por lo que procedió a unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente.

Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

Al efecto, en virtud de la sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005
 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

4.2. Del requisito de procedibilidad adjetiva relativo a la subsidiariedad 

En el sub examine al encontrarse superados los requisitos relativos a no controvertirse una acción de tutela y de inmediatez, al advertirse que la acción fue ejercida en un término razonable, corresponde a la Sala estudiar si se supera el requisito de subsidiariedad.

El inciso 3º del artículo 86 de la Constitución consagra el requisito de subsidiariedad como presupuesto de procedencia de la acción de tutela y determina que “[e]sta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, precepto reglamentado por el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991
.

Del texto de la norma referida se evidencia que, existiendo otros mecanismos de defensa judicial que resulten idóneos y eficaces para solicitar la protección de los derechos que se consideran amenazados o vulnerados, se debe recurrir a estos y no a la tutela. 

Sobre el particular, la Corte Constitucional ha determinado que cuando una persona recurre a la administración de justicia con el fin de que le sean protegidos sus derechos, no puede desconocer las acciones judiciales contempladas en el ordenamiento jurídico, ni pretender que el juez de tutela adopte decisiones paralelas a las del funcionario que conoce de un determinado asunto radicado bajo su competencia
. 

4.3. El caso en concreto
En el sub lite, la Sala advierte que el accionante no agotó dentro del proceso disciplinario todos los medios de defensa judicial que tenía a su alcance para la protección del derecho fundamental que ahora considera vulnerado por parte de la autoridad judicial accionada.
Para la Sección, es evidente, como pasará a demostrarse, que el actor, omitió en su momento presentar una solicitud nulidad dentro del proceso disciplinario, teniendo en cuenta que conforme a lo señalado por la Ley 1123 de 2007, Código Disciplinario del Abogado, en su artículo 98 y siguientes establece que un interviniente dentro del proceso disciplinario, ante la falta de competencia del funcionario o la existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso, podrá alegar nulidad determinando dicha causal y las razones en las que se funda.  

Es así como, en el caso concreto la parte actora tenía la posibilidad de solicitar en el proceso que se decretara la prescripción de la acción y tuvo la oportunidad de solicitar que se decretara la nulidad de lo actuado con el mismo argumento que expuso en sede de tutela referido a la pérdida de competencia del operador disciplinario por prescripción de la acción. 

No obstante lo anterior no agotó al interior del proceso disciplinario los referidos mecanismos de defensa judicial que esta Sección considera idóneos y eficaces.

Teniendo en cuenta lo anterior, para la Sala de Decisión de la Sección Quinta del Consejo de Estado es claro que el actuar de la parte actora dentro del proceso disciplinario, denota una ostensible incuria en cuanto a la protección del derecho al debido proceso. 

Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia T-735 de 2013, la cual representa un criterio auxiliar para la Sala, manifestó que: 

“Esta exigencia constitucional responde al principio de subsidiariedad del amparo, que pretende asegurar que no sea considerado en sí mismo una instancia más en el trámite jurisdiccional, un mecanismo de defensa que reemplace aquellos otros diseñados por el legislador y mucho menos, como se pretende en este caso, un camino excepcional para solucionar errores u omisiones de las partes para corregir oportunidades vencidas en los procesos jurisdiccionales ordinarios.”

Aunado a lo anterior, la Corte Constitucional manifestó que: 

“Además del cumplimiento del requisito de inmediatez, la Corte ha exigido como requisito de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, que el actor haya ejercido los recursos previstos en el respectivo proceso judicial, pues no se trata de sustituir a través de ella los mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo. 

El ejercicio de los recursos previstos en el respectivo proceso judicial cumple varias finalidades: (i) prevenir la intromisión indebida de una autoridad distinta a la que adelanta el proceso ordinario; (ii) que no se alteren o sustituyan de manera fraudulenta los mecanismos de defensa diseñados por el Legislador; y (iii) que los ciudadanos observen un mínimo de diligencia en la gestión de sus asuntos, pues no es ésta la forma de enmendar deficiencias, errores o descuidos, ni de recuperar oportunidades vencidas al interior de un proceso judicial.

No obstante lo anterior, la Corte ha permitido la procedencia de la acción de tutela, cuando la persona se ha visto privada de la posibilidad de utilizar los mecanismos ordinarios de defensa dentro del proceso judicial, debido a circunstancias especiales que no le son imputables.”

En el caso objeto de estudio, no se encuentra prueba alguna que demuestre que el actor, se encontraba en una imposibilidad de hacer uso de los recursos y oportunidades legales que se le otorgaron en el proceso disciplinario para hacer valer sus derechos y presentar y exponer sus argumentos, por lo que su actuar se considera negligente, descuidado e incurioso. 

De igual manera, es deber de esta Sala reiterar lo expuesto por el juez de tutela de primera instancia en cuanto a que la acción de tutela contra providencias judiciales tiene un carácter excepcional, y no es un escenario para invocar argumentos que no se alegaron dentro de la oportunidad procesal oportuna, no es una tercera instancia y no puede utilizarse para revivir términos. 

Como se mencionó anteriormente, el accionante, no hizo uso del medio con el que contaba, tornándose improcedente el amparo solicitado.

Así las cosas la Sala confirmará la decisión de primera instancia, que declaró la improcedencia de la demanda de tutela de la referencia, por no cumplirse con el requisito de procedibilidad adjetiva referente a la subsidiariedad. Debido a lo anterior, no resulta procedente realizar un análisis del fondo del caso. 

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:
PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia del 14 de junio de 2018, mediante la cual la Sección Cuarta del Consejo de Estado, declaró improcedente la acción de tutela interpuesta, por las razones expuestas en esta providencia.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes e intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

CUARTO: DEVOLVER el expediente en préstamo al Consejo Seccional de la Judicatura de Nariño- Sala Jurisdiccional Disciplinaria- Despacho No. 1.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

Aclara voto
CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero
ALBERTO YEPES BARREIRO

Consejero
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� Folio 1 a 17 del expediente.


� Folio 16.


� Folio 29. 


� “ARTÍCULO 35. Constituyen faltas a la honradez del abogado:


…


4. No entregar a quien corresponda y a la menor brevedad posible dineros, bienes o documentos recibidos en virtud de la gestión profesional, o demorar la comunicación de este recibo.


� Folio 45 del expediente.


� Folio 54.


� Folio 70.


� Folio 81 del expediente.


� Folio 86 del expediente.


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Consejera Ponente: María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia.


� CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref.: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Consejero Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� De manera general, dicha decisión consagró la necesidad de que la acción de tutela cumpla con unos presupuestos generales de procedibilidad –inmediatez, tutela contra tutela, subsidiaridad-, así como fijó las causales específicas de procedencia, los cuales denominó defectos, y dependiente de su naturaleza, pueden ser fáctico, sustantivo, procedimental, orgánico, por desconocimiento del presente o desconocimiento directo de la Constitución.


�ARTICULO 6o. “CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá:


1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.


2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus.


3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable.


4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho.


5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.”


� En sentencia T-313 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño se estableció: “En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior. Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”


� Corte Constitucional, Sentencia T-735 del 17 de octubre de  2013. M.P. Alberto Rojas Ríos 


� Corte Constitucional, Sentencia T-107 del 20 de febrero de 2012. M.P. María Victoria Calle Correa 





